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figuración de nuestra justicia constitucional con una inci-
dencia negativa y, en cierto modo, desmoralizadora
sobre el sistema judicial, por sugerir la censura de un
Juez que actuó con el máximo escrúpulo constitucional,
aún cuando esa crítica se haga inadvertida e invo-
luntariamente.

Como consecuencia de cuanto va escrito, el fallo en
este caso hubiera debido ser idéntico al que lleva la
STC 74/1997, desestimando totalmente la pretensión
de amparo, sin más.

Madrid, a veinticuatro de abril de mil novecientos
noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Rafael de Men-
dizábal Allende.—Firmado y rubricado.

11707 Sala Segunda. Sentencia 85/1998, de 20
de abril de 1998. Recurso de amparo
2.263/1996. Contra Resoluciones del Sub-
secretario de Justicia y de la Dirección General
de Relaciones con la Administración de
Justicia y contra Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional. Vulneración del derecho a acceder
en condiciones de igualdad a las funciones
públicas: exclusión del recurrente de un con-
curso debido a error en la calificación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.263/96, interpuesto
por don Francisco Javier Valldepérez Rodrigo, represen-
tado por la Procuradora doña María Marta Sanz Amaro
y defendido por el Abogado don Rafael Cabrero Acosta,
contra la Sentencia, resolutoria del proceso núm.
1.046/93, de la Sección Tercera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 23
de abril de 1996. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y
ha sido parte, en la representación que ostenta, el Abo-
gado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don
Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal el
día 31 de mayo de 1996, la Procuradora de los Tri-
bunales doña Marta Sanz Amaro (designada en virtud
de nombramiento de oficio), en nombre y representación
de don Francisco Javier Valldepérez Rodrigo, formula
demanda de amparo constitucional contra la Sentencia
de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional, de 23 de
abril de 1996, que desestimó el recurso, seguido con
el núm. 1.046/93, deducido frente a la Resolución del
Subsecretario de Justicia, dictada por delegación del
Ministro, de 17 de mayo de 1993, que había declarado
la inadmisión del recurso de reposición interpuesto frente
a la de la Dirección General de Relaciones con la Admi-
nistración de Justicia de 24 de marzo de 1993, así como

contra la de 25 de marzo de 1993, desestimatoria de
la reposición entablada frente a la Orden ministerial
de 30 de diciembre de 1992.

2. Los hechos de que trae causa la presente deman-
da de amparo relevantes para la resolución del caso
son los siguientes:

a) El día 2 de septiembre de 1991 se publicó en
el «Boletín Oficial del Estado» la Orden de 30 de agosto
de 1991 por la que se convocaban pruebas selectivas
para el ingreso en el Cuerpo de Oficiales de la Admi-
nistración de Justicia (turno libre).

En el apartado IV, sobre valoración de los ejercicios,
de las bases se establecía lo siguiente (apartado 6.1):
«Los ejercicios de la oposición se calificarán de la forma
siguiente: a) Primer ejercicio: se calificará de cero a
cinco puntos, cada unos de los tres procesos, siendo
eliminados aquellos opositores que no obtengan un míni-
mo de 7,5 puntos. b) Segundo ejercicio: se calificará
de cero a diez puntos, siendo necesario obtener un míni-
mo de cinco puntos para no resultar eliminado el opo-
sitor. Las contestaciones erróneas se valorarán nega-
tivamente».

El demandante de amparo participó en el proceso
selectivo y en el primero de los ejercicios obtuvo una
puntuación que le permitió acceder al segundo de los
previstos en la convocatoria.

b) Superada la primera prueba, comenzó el segundo
ejercicio, consistente en la realización de un test escrito
de 100 preguntas. En la carátula de los ejercicios que
se entregaron a los opositores figuraba impreso el criterio
de calificación, que asignaba 0,10 puntos a cada con-
testación correcta y restaba 0,33 puntos por cada res-
puesta errónea. Sin embargo, durante su celebración se
informó verbalmente a los opositores que, conforme al
criterio adoptado por el Tribunal calificador núm. 1 en
su Circular de 26 de mayo de 1992, la valoración de
las respuestas correctas se haría a razón de 0,10 puntos,
mientras que las contestaciones erróneas restarían 0,02
puntos, en vez de 0,33 puntos, que es lo que aparecía
en los impresos que se habían entregado, en tanto que
las respuestas en blanco no puntuaban. A pesar de tal
advertencia, la calificación del examen se hizo restando
0,33 puntos por cada respuesta errónea.

c) Por Resolución de 7 de septiembre de 1992 se
hizo pública la relación de aspirantes que habían apro-
bado las pruebas, en la que no constaba el actor, sin
que frente a esta Resolución interpusiese recurso alguno.

d) Otros opositores también suspendidos recurrie-
ron en vía administrativa la referida Resolución, siendo
estimado su recurso por otra de 30 de diciembre
de 1992, que declaró que «procedía revisar la puntua-
ción de los recurrentes y de los aspirantes que figuraban
en la misma (se refiere a la lista de aprobados hecha
pública por Resolución de 7 de febrero de 1992 citada
en el punto anterior), de acuerdo con lo previsto por
el Tribunal calificador núm. 1 de Madrid en su Circular
de 26 de mayo de 1992, y, conforme a su resultado,
en los términos de la convocatoria, establecer la relación
de aspirantes que superan la oposición aprobando sus
ejercicios obligatorios, convocar al tercer ejercicio a quie-
nes de entre éstos lo hubieran ya solicitado y no pudieron
realizarlo al no figurar anteriormente como aprobados,
y publicar finalmente la relación definitiva».

e) Ante la cuestión de si los efectos de la Resolución
de 30 de diciembre de 1992 habían de circunscribirse
a quienes interpusieron el recurso que ella resolvía o,
contrariamente, debían extenderse a otros opositores
afectados, cuestión que no fue resuelta por el Ministerio,
el Tribunal de las oposiciones optó por la primera alter-
nativa. Aplicación de este criterio es el Acuerdo de 1
de febrero de 1993, que publicó la nueva lista provisional
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de aprobados. Esta relación fue elevada a definitiva por
la Resolución de la Dirección General de Relaciones con
la Administración de Justicia de 24 de marzo de 1993,
que, recurrida en reposición, fue confirmada por la del
Subsecretario de Justicia, dictada por delegación del
Ministro, de 17 de mayo de 1993. Asimismo, el soli-
citante de amparo había recurrido en reposición la ante-
dicha Resolución de 30 de diciembre de 1992; impug-
nación que fue desestimada en 25 de marzo de 1993.

f) Las Resoluciones referidas en el apartado anterior
fueron recurridas en vía contencioso-administrativa, dan-
do lugar a la Sentencia que se combate en este recurso
de amparo. En ella se desestima la demanda al con-
siderar la Audiencia Nacional que la Resolución de 7
de septiembre de 1992 (la que aprobó la relación de
aprobados del segundo ejercicio aplicando criterios ile-
gales de valoración) era para la demandante un acto
consentido y firme y que, al no haberla recurrido, no
podía beneficiarse de la revisión que de ella ordenó la
Resolución de 30 de diciembre de 1992, que sólo afec-
taba a quienes interpusieron frente a la misma el corres-
pondiente recurso administrativo.

La Sala razonaba en su resolución:

«No se aprecia en los hoy recurrentes (entre los
que se hallaba el hoy solicitante de amparo) la con-
dición de afectados por la anulación de la Reso-
lución de 7 de septiembre de 1992, anulación que
dada la naturaleza y contenido de dicho acto no
es total sino que sólo tiene el alcance determinado
por el ámbito de la impugnación que se plasmó
en la Resolución de 30 de diciembre de 1992 y
que se produjo en razón de la aplicación de los
criterios de valoración del segundo ejercicio a los
allí recurrentes, y a los aprobados en aquel ejercicio,
como también se recoge en la parte dispositiva
de dicha Resolución, por lo que no resultan ampa-
rados por el principio de extensión de efectos de
la anulación otros participantes en el mismo, plas-
mado en el artículo 86.2 de la Ley de la Jurisdicción,
sin que ello suponga infracción del principio de
igualdad, dado que fue su propio aquietamiento
frente a la Resolución de 7 de septiembre de 1992
lo que determinó su distinta posición jurídica res-
pecto de quienes sí la recurrieron, los cuales, ampa-
rados por el principio de seguridad jurídica, no pue-
den ver afectado su derecho por la concurrencia
de quienes no han observado las exigencias legales
en la defensa de sus intereses, habiendo consentido
la resolución que, poniendo fin al procedimiento
selectivo, para ellos definía su situación jurídica,
que quedaba así fijada con independencia de su
legalidad, al no ser cuestionada en tiempo y forma
y que por esta vía de extensión de efectos pre-
tenden reabrir dicho procedimiento y continuar con
el mismo, lo que supone ampararse, disfrutar y
valerse de la diligencia de los otros competidores
en las pruebas y colocarse en su misma situación
jurídica, que, como se ha visto, no la tienen, por
causa sólo a ellos imputable» (fundamento de
Derecho 9).

3. En la demanda de amparo se denuncia, en sín-
tesis, la vulneración de los derechos fundamentales reco-
nocidos en el art. 23.2 C.E. Se afirma que la lesión cons-
titucional se ha originado al haberse aplicado un criterio
en la corrección de unos exámenes y otro en la de los
restantes, en vez de haber revisado todas las califica-
ciones a raíz de la Resolución de 30 de diciembre
de 1992.

Asimismo (ha de entenderse, pues no se hace explí-
cito el correspondiente precepto) se considera vulnerado

el art. 14 C.E., pues, con ocasión del mismo procedi-
miento selectivo que concita nuestra atención, se ha
dictado por la Sección Novena de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid la Sentencia de 4 de mayo de 1995, cuya
fotocopia se adjunta, recaída en el proceso, tramitado
al amparo de la Ley 62/1978, núm. 1.984/93-07, que,
con estimación del recurso deducido, entiende concul-
cado el art. 23.2 C.E. ante la aplicación por la Admi-
nistración de dos criterios de valoración diferentes.

4. Por providencia de 12 de mayo de 1997 la Sec-
ción Tercera acordó admitir a trámite la demanda y, en
aplicación de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir
a la Audiencia Nacional para que remitiera testimonio
del recurso contencioso-administrativo núm. 1.046/93
interesando, asimismo, el emplazamiento de quienes fue-
ron parte en el mencionado procedimiento para que
pudieran comparecer en este proceso constitucional.

5. Mediante providencia de 10 de julio de 1997,
la Sección Tercera acordó tener por personado y parte
al Abogado del Estado y dar vista de las actuaciones
remitidas, por plazo común de veinte días, a la solici-
tante de amparo, al Abogado del Estado y al Ministerio
Fiscal para que pudieran formular las alegaciones que
estimasen pertinentes, de acuerdo con lo previsto en
el art. 52.1 LOTC.

6. El Abogado del Estado formula sus alegaciones
mediante escrito presentado el día 29 de mayo de 1997.
Entiende el defensor de la Administración que en el caso
examinado está ausente el presupuesto de todo juicio
ex art. 14 C.E., la igualdad de las situaciones conside-
radas, pues, en efecto, no pueden estimarse equiparables
la del solicitante de amparo, para quien la primera rela-
ción de aprobados devenía firme ante su no impugna-
ción, y la de quienes recurrieron en tiempo y forma,
que, en consecuencia, resultaron beneficiarios del cam-
bio de criterio operado en el designio de la Adminis-
tración. En este sentido, por tanto, y dadas las exigencias
de todo procedimiento selectivo, por definición, de carác-
ter competitivo, no pueden estimarse abiertas de modo
indefinido las posibilidades impugnatorias frente a los
diferentes avatares que adornan el decurso de aquél.

7. En virtud de escrito registrado ante este Tribunal
el día 31 de julio de 1997, con remisión a lo en su
momento expuesto, el solicitante de amparo reitera su
petición de otorgamiento de éste.

8. El Fiscal, en 17 de septiembre de 1997, solicita
la denegación del amparo pedido, por entender, de un
lado, que el derecho de igualdad, en la específica ver-
tiente del art. 23.2 C.E., no ha sido vulnerado, dada la
diferente entidad de las situaciones en presencia, que
dimana de la no impugnación por el interesado de la
resolución administrativa por la que inicialmente se apro-
bó la relación de aprobados, y, de otro, en la inidoneidad
del término de comparación aducido, una Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, para fundar la
conculcación del art. 14 C.E. por la Resolución aquí
impugnada.

9. Por providencia de fecha 16 de abril de 1998,
se señaló el día 20 del mismo mes y año, para la deli-
beración y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

Único. Este Tribunal, en la reciente STC 10/1998,
seguida por las SSTC 23, 24, 25, 26, 27 y 28/1998,
ha dado respuesta a la cuestión que se plantea en
la demanda, y lo ha hecho en sentido favorable a
la concesión del amparo. En esencia afirmamos
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(STC 10/1998, fundamento jurídico 5) que si un opositor
es excluido del proceso selectivo en virtud de la apli-
cación de un erróneo criterio de calificación, cuando éste
es corregido en virtud de un recurso de terceros, la Admi-
nistración, en este segundo acto, está objetivamente obli-
gada a dispensar a todos un trato igual en virtud del
art. 23.2 C.E., y que al no hacerlo esta segunda actuación
produce un vicio autónomo y distinto que genera el dere-
cho a la reparación.

Cuando, para el enjuiciamiento de unas pruebas selec-
tivas resultan finalmente aplicados dos baremos distintos,
se produce una vulneración autónoma del art. 23.2 C.E.
que ha de ser remediada, sin que tal remedio pueda eludirse
so capa del aquietamiento ante una previa aplicación de
la legalidad.

En méritos de esta doctrina procede el otorgamiento
del amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo pedido por don Francisco Javier
Valldepérez Rodrigo, y, en su consecuencia:

1.o Reconocer su derecho de acceso a las funciones
públicas en condiciones de igualdad.

2.o Anular las Resoluciones del Subsecretario de
Justicia y de la Dirección General de Relaciones con
la Administración de Justicia de 17 de mayo y 24 de
marzo de 1993, así como la de 25 de marzo de 1993,
resolutoria de la reposición entablada frente a la Orden
ministerial de 30 de diciembre de 1992, y retrotraer
las actuaciones, en cuanto se refieran al demandante,
a fin de que sea revisado su segundo ejercicio del pro-
cedimiento selectivo a quo conforme al nuevo criterio
adoptado por la Administración en el seno de éste.

3.o Anular la Sentencia de la Sección Tercera de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 23 de abril de 1996, resolutoria del proceso
núm. 1.046/93.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de abril de mil novecientos
noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernando Gar-
cía-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles Viver
Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y rubri-
cados.

11708 Sala Primera. Sentencia 86/1998, de 21 de
abril de 1998. Recurso de amparo 32/1995.
Contra Sentencia de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo, con sede en Valladolid,
del T.S.J. de Castilla y León, recaída en recurso
contencioso-administrativo. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: acceso
a la jurisdicción.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y

Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 32/95, interpuesto
por don Juan Gallardo Lancho, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Nuria Munar Serrano
y asistido del Letrado don Santiago Rodríguez-Monsalve
Garrigós, frente a Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, con sede en Valladolid, del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León, de 29 de noviem-
bre de 1994, recaída en el recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 1.072/92. Han intervenido el Ministerio
Fiscal y la Universidad de Salamanca, representada por
el Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile Sán-
chez y asistida por el Letrado don Eliseo Guerra Ares.
Ha sido Ponente el Magistrado don Pablo García Man-
zano, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
5 de enero de 1995, tuvo entrada el recurso de amparo
de don Juan Gallardo Lancho contra Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Castilla y León, con sede en Valladolid,
dictada el 29 de noviembre de 1994.

2. La demanda trae causa, básicamente, de los
siguientes hechos:

a) El solicitante de amparo fue nombrado, por la
Dirección General de Enseñanza Superior del Ministerio
de Educación y Ciencia, Profesor titular de Edafología
y Química Agrícola de la Universidad de Salamanca. En
Resoluciones de 1991 del indicado órgano se disponía,
asimismo, que debía tomar posesión en el plazo de un
mes a contar desde la fecha de la notificación, así como
que el importe de las retribuciones básicas y comple-
mentarias serían con cargo al Presupuesto del Ministerio
de Educación y Ciencia. Estas Resoluciones fueron rei-
teradas por el mismo Ministerio ante la resistencia de
la citada Universidad a darle la toma de posesión.

b) Como la citada Universidad no señalase fecha
para la toma de posesión, el aquí recurrente, en lo que
ahora interesa, dirigió diversos escritos solicitando se
le diese posesión de su cargo, sin que en ninguno de
ellos obtuviese respuesta. En concreto: El 18 de abril
de 1991 se presenta en la Universidad de Salamanca
escrito solicitando «tomar posesión en la mañana del
próximo día 24 de abril»; el 29 de abril de 1991 formula
nueva petición para tomar posesión el 5 de mayo siguien-
te; el 28 de mayo de 1991 reitera la petición de que
se procediese a dar posesión al demandante, pero ya
sin señalar fecha concreta para ello; el 10 de junio
de 1991 insiste de nuevo en igual sentido; el 8 de julio
de 1991 formula otro escrito con idéntico contenido;
obra también en los autos copia autorizada de acta nota-
rial de 22 de julio de 1991, en la que se documenta
el requerimiento efectuado al Excmo. Sr. Rector de la
mencionada Universidad «para que manifieste la fecha
en que se ha de darle toma de posesión» o de no hacerlo
y también para el caso de manifestar su negativa a dicha
toma, «que indique los motivos en que se fundamenta
o los impedimentos existentes».

c) Contra la denegación presunta del Rectorado de
la Universidad de Salamanca, interpuso el hoy deman-
dante, con fecha 8 de junio de 1992, recurso conten-
cioso-administrativo, que fue inadmitido por la Sentencia


